PROYECTO DE APOYO A LA IMPLEMENTACION DE LA

CONVENCION INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN EN CENTROAMÉRICA

INFORME SOBRE LA DECLARACIÓN DE INGRESOS, ACTIVOS Y PASIVOS POR PARTE DE PERSONAS QUE DESEMPEÑAN FUCIONES PUBLICAS

Preparado por:

Federico Sosto López

INSTITUCION EJECUTORA

COMISION NACIONAL PARA EL MEJORAMIENTO DE LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA (CONAMAJ).

OBJETIVO DEL INFORME

Con este informe se pretende hacer un diagnóstico del  marco normativo general vigente y el grado de desarrollo y aplicación en Costa Rica de las disposiciones de la Convención Interamericana contra la Corrupción, relativas al sistema implementado para la declaración de los ingresos, activos y pasivos por parte de las personas que desempeñan funciones públicas y la utilización de la información consignada en tales declaraciones de conformidad con nuestra legislación.

INTRODUCCION

En Costa Rica, desde la adopción de la Constitución vigente, ha sido una preocupación de nuestro Constituyente y luego de nuestro Legislador procurar garantizar la moralidad en la función pública, como un presupuesto básico del Estado de Derecho.  Como medio o instrumento preventivo para facilitar el cumplimiento de ese objetivo, se estableció en la Constitución Política la obligación de ciertos funcionarios públicos de declarar sus bienes.  Posteriormente el Legislador dio forma y contenido a dicho deber constitucional.  Así, mediante Ley número 1166, del 14 de junio de 1950, se reguló precisamente la obligación de ciertos funcionarios de presentar una declaración de bienes.

Este sistema preventivo implementado desde 1949 se ha mantenido y depurado, y constituye hoy en día el instrumento más desarrollado de los previstos en la Convención Interamericana contra la Corrupción, aunque no por ello es un medio completo y efectivo. 

NORMATIVA GENERAL BASICA

Las normas básicas que diseñan el sistema de protección son las que a continuación se enumeran, con indicación de las abreviaturas que las identificarán a lo largo de este informe.  Las reformas no se indican en la siguiente lista y la referencia necesaria se hará al transcribir el texto vigente:

1- Constitución Política de la República de Costa Rica del 7 de noviembre de 1949 (CP).

2-  Ley General de la Administración Pública, Ley número 6227 del 2 de mayo de 1978 (LGAP).
3- Estatuto de Servicio Civil, Ley número 1581 del 30 de mayo de 1953 (ESC).

4- Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Ley número 7428, del 7 de setiembre de 1994 (LOCGR).

5- Ley sobre el Enriquecimiento Ilícito de los Servidores Públicos, Ley número 6872 del 17 de junio de 1983 (LEISP).

6- Reglamento del Estatuto de Servicio Civil, Decreto Ejecutivo número 21 del 14 de diciembre 1954 (RESC).

7- Reglamento a la Ley sobre el Enriquecimiento Ilícito de los Servidores Públicos, Decreto Ejecutivo número 24885 – MP del 4 de diciembre de 1995 (RLEISP).

NORMAS JURIDICAS RELEVANTES

Las normas jurídicas relevantes están ordenadas jerárquicamente, de mayor a menor grado.  Adicionalmente, las normas legales y reglamentarias están clasificadas temáticamente en distintos grupos, para facilitar su sistematización.

NORMAS CONSTITUCIONALES:

Artículo 11 CP: 

“Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad. Están obligados a cumplir los deberes que la ley les impone y no pueden arrogarse funciones no concedidas en ella. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes. La acción para exigirles la responsabilidad penal por sus actos es pública.

La Administración Pública en sentido amplio, estará sometida a un procedimiento de evaluación de resultados y rendición de cuentas, con la consecuente responsabilidad personal para los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes. La ley señalará los medios para que este control de resultados y rendición de cuentas opere como un sistema que cubra todas las instituciones públicas” (El subrayado no es del original) 
.


Artículo 193 CP:

 
“El Presidente de la República, los Ministros de Gobierno y los funcionarios que manejen fondos públicos, están obligados a declarar sus bienes, los cuales deben ser valorados, todo conforme a la ley” (El subrayado no es del original). 

NORMAS LEGALES:

Normas relativas a los deberes del funcionario público:


Artículo 39 ESC:


“Son deberes de los servidores públicos:


a)...


b)...


c) Rehusar dádivas, obsequios o recompensas que se les ofrezcan como retribución por actos inherentes a sus empleos;


d) Observar dignidad en el desempeño de sus cargos y en su vida social; y


e) ...”. 


Artículo  1 LEISP:


“La finalidad de la presente ley es la de prevenir y sancionar el enriquecimiento ilícito de los servidores públicos, con el propósito de garantizar el ejercicio honrado y decoroso de la función pública”. 


Artículo 8 LEISP:


“La Contraloría General de la República determinará, por vía de reglamento, cuáles, rentas y derechos del servidor público deberán necesariamente ser incluidos en las fórmulas de declaración de bienes.  El servidor declarante deberá indicar los bienes, rentas y derechos que constituyen su patrimonio, tanto dentro del territorio nacional como en el extranjero, en forma clara, precisa y detallada, consignando su valor.


El Contralor General de la República y el Subcontralor deberán enviar copia fiel de sus declaraciones a la Asamblea Legislativa” 
. 


Artículo 12 LEISP:


“Todo servidor público a declarar sus bienes, deberá hacerlo ante la Contraloría General de la República dentro de los veinte días siguientes a aquél en que asuma el cargo.   Para efectos de actualización del registro, también deberá presentar, en la segunda quincena del mes de mayo, una declaración anual en la fórmula correspondiente, en la que consten los bienes adquiridos durante el período, así como las mejores de los ya declarados y las variaciones que hubiere tenido en su patrimonio, consignando el origen de los recursos y su monto”. 


Articulo 16 LEISP:


“Dentro del término de un mes después de haber cesado en sus funciones, y con sujeción a los requisitos establecidos para ello, los servidores a que se refiere el artículo 7 están obligados a hacer una nueva declaración jurada de bienes, renta y derechos, en la que consignarán las variaciones que hubiere experimentado su patrimonio desde la última declaración jurada.


La renuncia a cumplir con esta obligación dará lugar a que la Contraloría realice una investigación sumaria, a efecto de determinar si en las variaciones del patrimonio de ex servidor existen irregularidades que pudieren constituir delito.  De ser así, el ente contralor hará del conocimiento del Ministerio Público los resultantes de esa investigación”. 

Artículo 18 LEISP:


“El auditor de cada entidad o, en su defecto, el Jefe de personal, deberá informar obligatoriamente a la Contraloría General de la República, dentro de los ocho días siguientes a cada nombramiento, el nombre y las calidades de los servidores que ocupen cargos para cuyo desempeño se requiera la declaración jurada de bienes, con indicación de la fecha en que esos funcionarios iniciaron sus funciones.


Dentro de igual plazo, cada entidad deberá informar la fecha en que, por cualquier circunstancia, los servidores obligados a declarar concluyan su relación de servicio.


La desobediencia de esta obligación será considerada falta grave para todos los efectos legales.


La destitución del auditor de cada uno de los ministerios, entidades públicas y empresas públicas de derecho privado, requerirá la aprobación de la Contraloría General de la República.


Una vez al año, la Contraloría convocará a un congreso de auditores de la Administración Pública, con el objeto de revisar procedimientos y fijar normas que tiendan a mejorar el efectivo control de los procedimientos administrativos de los entes públicos” 
.

Artículo 42 LOCGR:


“El Contralor y el Subcontralor estarán obligados a declarar sus bienes, de conformidad con la ley”.

Normas relativas al ámbito subjetivo del deber u obligación de declarar los bienes:


Artículo 2 LEISP:


“Para los efectos de esta ley, se considerarán servidores públicos las personas que presten servicios a la Administración Pública o a nombre y por cuenta de ésta, como parte de su organización, en virtud de un acto válido y eficaz de investidura, con entera independencia del carácter imperativo, representativo, remunerado, permanente o público de la actividad respectiva.


Asimismo, serán considerados servidores públicos, también para los efectos de esta ley, las personas que en interés o por nombramiento del Estado, sus instituciones y empresas, desempeñen funciones en actividades y compañías que correspondan a la actividad de derecho privado de la administración.


Para este efecto, considéranse equivalentes los términos “servidor público”, “empleado público”, “funcionario público” y demás denominaciones afines o similares”.

Artículo 7 LEISP:


“La Contraloría General de la República establecerá un registro de declaraciones juradas de bienes de los servidores públicos, en el cual deberá constar la declaración jurada de los bienes, renta y derechos de los funcionarios y empleados que la Constitución Política, las leyes y el ente contralor determinen como obligados a ello, conforme lo disponga el reglamento que la Contraloría deberá dictar al efecto.


Para los fines de este artículo, el ente contralor proveerá a los servidores obligados a declarar de las fórmulas de declaración de bienes, tanto iniciales como anuales, las que tendrán el carácter  declaración jurada para todos los efectos legales” 
. 

 
Artículo 9 LEISP:


“El hecho de que un servidor no se halle incluido en la enumeración a que se refiere el párrafo primero del artículo 7°, no inhibe a la Contraloría General de la República para hacer las investigaciones que estime pertinentes, a efecto de establecer el posible enriquecimiento ilícito de cualquier servidor público.


La Contraloría General de la República podrá revisar e investigar los negocios y actividades privadas de los servidores sujetos a esta ley, durante la substanciación de una sumaria administrativa.


Todo ente público queda autorizado para solicitar a la Contraloría que se investigue su administración, cuando considere que existen irregularidades que puedan dar lugar a una denuncia formal, sin perjuicio de que la Contraloría pueda hacerlo por propia iniciativa”.

Artículo 111 LGAP:


“1. Es servidor público la persona que presta servicios a la Administración o a nombre y por cuenta de ésta, como parte de su organización, en virtud de un acto válido y eficaz de investidura, con entera independencia del carácter imperativo, representativo, remunerado, permanente o público de la actividad respectiva.      

2. A este efecto considéranse equivalentes los términos "funcionario público", "servidor público", "empleado público", "encargado de servicio público" y demás similares, y el régimen de sus relaciones será el mismo para todos, salvo que la naturaleza de la situación indique lo contrario.

     
3. No se consideran servidores públicos los empleados de empresas o servicios económicos del Estado encargados de gestiones sometidas al derecho común”.

Artículo 2 ESC:


“Para los efectos de este Estatuto se considerarán servidores del Poder Ejecutivo, los trabajadores a su servicio remunerados por el erario público y nombrados por acuerdo formal publicado en el Diario Oficial”.

Normas relativas a las facultades de control de la Contraloría General de la República:


Artículo 14 LEISP:


“La Contraloría General de la República podrá examinar y verificar con todo detalle la exactitud y veracidad de las declaraciones cuando lo estime oportuno, de conformidad con los procedimientos y facultades que le otorgan la Constitución Política y las leyes.  En caso de detectar irregularidades que pudieran constituir delito, hará del conocimiento del Ministerio Público el estudio técnico realizado y los documentos correspondientes”.


Artículo 15 LEISP:


“En cualquier momento, la Contraloría General de la República podrá pedir cuentas de sus bienes o del incremento o utilidad de los mismos a los servidores públicos y éstos, dentro del término que aquella les fije, deberán aportar la información y documentación solicitada”.

Normas relativas a los efectos previstos para el incumplimiento del deber de declarar los bienes:


Artículo 13 LEISP:


“El servidor público afecto a esta ley, que dentro del término señalado incumpliere la presentación de la declaración inicial de bienes, cesará en el ejercicio del cargo.  Igual sanción se aplicará al servidor que omitiere presentar la declaración anual de bienes, después del término que por vía de prevención le fije la Contraloría General de la República.


Si el omiso fuere alguno de los miembros de los supremos poderes, la Contraloría General de la República lo comunicará a la Asamblea Legislativa, a efecto de que ésta tome las resoluciones pertinentes, de conformidad con lo que dispone la Constitución Política y la legislación vigente.  En los demás casos, la comunicación la hará el organismo contralor al superior jerárquico del funcionario que ha incumplido” 
. 


Artículo 17 LEISP:


“Ningún ex servidor podrá ser nombrado en un cargo público mientras no demuestre haber cumplido debidamente con la obligación que establece el artículo anterior” 
.

Normas relativas a la protección de la información contenida en las declaraciones de bienes:


Artículo 10 LEISP:


“Los datos que consten en el registro a que se refiere el artículo 7° son confidenciales, sin perjuicio de las informaciones que requieran el Ministerio Público, el juez, el propio interesado o las comisiones especiales de la Asamblea Legislativa”.


Artículo 28 LEISP:


“El servidor público que violare la confidencialidad o el secreto a que se refieren los artículos 10 y 20 de la presente ley, será destituido de su cargo sin responsabilidad para el Estado” 
. 

NORMAS REGLAMENTARIAS:

Normas relativas a los deberes del funcionario público:


Artículo 50 RESC:


“Los servidores públicos cumplirán los deberes que expresamente les señalan el artículo 39 del Estatuto y el artículo 71 del Código de Trabajo, así como todos los que fueren propios del cargo que desempeñan, de conformidad con el Manual Descriptivo de Puestos y los reglamentos interiores de trabajo, a efecto de obtener la mayor eficiencia en los servicios de la Administración Pública.


Tendrán además, las siguientes obligaciones:


a) …


b) …


c) …


d) Observar conducta que no ofenda el orden y la moral públicos;


e) …


f) …


g) Declarar sus bienes, bajo juramento, todos aquellos funcionarios que manejen fondos públicos, de conformidad con la ley N° 1166 de 14 de junio de 1950.


h) …


i) …”. 


Artículo 11 RLEISP:


“Los funcionarios obligados a rendir la declaración, deberán, proveerse de la fórmula respectiva en dichas oficinas”.


Artículo 12 RLEISP:


“En la fórmula de declaración deberán consignarse los datos con toda claridad, preferiblemente a máquina, sin borrones ni tachaduras, y debidamente suscrita por el declarante o su apoderado.  Los errores deberán ser corregidos por nota al pie de la declaración”.


Artículo 13 RLEISP:


“Los funcionarios obligados a presentar declaración inicial, deberán hacerlo dentro de los veinte días hábiles siguientes a aquel en que se asume el cargo”.


Artículo 14 RLEISP:


“Los declarantes deberán, en la segunda quincena de mayo de cada año, declarar los bienes adquiridos durante el período, las mejoras de los ya declarados y las variaciones que hubiere experimentado en su patrimonio, consignando el origen de los recursos y su monto”.


Artículo 15 RLEISP:


“Dentro del término de un mes, después de haber cesado en su cargo sujeto a presentación de declaración, el declarante deberá presentar una declaración final, en la cual consignará las variaciones que hubiere experimentado su patrimonio desde la última declaración rendida y el origen de esas variaciones”.


Artículo 16 RLEISP:


“En el caso de que un funcionario ocupe varios cargos, para los cuales se exige la declaración jurada de bienes, bastará que rinda una sola declaración de bienes, para dar cumplimiento al mandato legal, tanto respecto de la declaración inicial como de la declaración anual a que se refiere el artículo 14 anterior.   En caso de cesar en uno de los cargos, el funcionario no está obligado a rendir la declaración final, sino una vez que haya concluido su función pública en todos los cargos que le obligan a declarar”.


Artículo 17 RLEISP:


“Los declarantes, que sean reelectos en sus cargos o pasen a ocupar otro cargo público de los contemplados en el Capítulo V de este Reglamento, no quedan obligados a rendir la declaración final y la inicial, si el cargo se asume en un plazo no mayor de 20 días hábiles, contados a partir de la fecha en que dejaron el cargo anterior”.


Artículo 18 RLEISP:


“Los funcionarios públicos que en razón de un nombramiento, presenten declaración inicial, en los meses de abril o de mayo, quedan exentos de rendir la declaración anual de ese año”.


Artículo 19 RLEISP:


“A los declarantes que se encuentren fuera del país durante el período o parte de éste en que deben presentar la declaración, se les suspende el término para cumplir dicha obligación por el tiempo que estén en el exterior, pero el término continúa a partir del día siguiente de su ingreso al país, computándose 20 días hábiles para la inicial y 16 y 30 días naturales para la anual y final, respectivamente.  El funcionario está obligado a informar a la Contraloría General esta situación y al presentar la declaración debe aportar los documentos comprobatorios de su permanencia en el exterior”. 


Artículo 20 RLEISP:


“A los declarantes que se encontraren incapacitados o disfrutando de un permiso, con o sin goce de salario, durante el período o parte de este en que deben presentar declaración, se les suspende el término para cumplir con la citada obligación por el tiempo que dure la incapacidad o permiso, pero el término continúa a partir del día siguiente que finalice la incapacidad o el permiso respectivo.  El funcionario y la Oficina de Personal o quien funja como tal, están obligados a informar a la Contraloría General los casos de permisos e incapacidades que se presenten, cuando incidan en la presentación de la declaración jurada de bienes.  Al presentar la declaración, el declarante debe aportar los documentos comprobatorios que correspondan”.


Artículo 21 RLEISP:


“Los declarantes también podrán declarar por medio de apoderado, debidamente acreditado, dentro del término legal de dicha obligación”.


Artículo 22 RLEISP:


“Los declarantes que se encuentren de vacaciones durante el período o parte de éste, en que corresponde presentar declaración, deben cumplir con dicho requisito en el citado período, de acuerdo con los plazos establecidos en la ley 6872 y el presente Reglamento”.


Artículo 23 RLEISP:


“Los declarantes que integren la Junta Directiva de una institución intervenida, deberán presentar una declaración final y inicial y una inicial cuando se inicie y finalice la intervención, en los plazos establecidos en los artículos 15 y 13 respectivamente de este Reglamento y con las salvedades que señalan los artículos 17 y 18 anteriores”. 

Normas relativas al ámbito subjetivo del deber u obligación de declarar los bienes:


Artículo 27 RLEISP:


“Están obligados a presentar la declaración aquellos funcionarios que ocupen los puestos o realicen las funciones correspondientes a dichos puestos, que se detallarán en los siguientes artículos que estén nombrados:


a) en propiedad.


b) en forma interina.


c) a plazo fijo, o 


d) con recargo o asignación de funciones mediante resolución expresa.


Para el caso de los nombramientos contemplados en los incisos b), c) y d), el período transcurrido en el ejercicio del cargo que los obliga a declarar, deberá ser igual o mayor a seis meses en forma continua.


El plazo para presentar la declaración inicial empezará a contar a partir de la fecha en que rige el nombramiento, recargo o asignación de funciones como mínimo por 6 meses, o bien desde que rige el nombramiento, recargo o asignación de funciones para completar como mínimo dicho plazo.


La Contraloría General sólo recibirá las declaraciones de los funcionarios que cumplan con las características anteriores”. 

Artículo 28 RLEISP:


“Deben presentar declaración quienes ocupen los siguientes puestos o realicen las funciones correspondientes a dichos puestos, y que estén nombrados de conformidad con lo que señala en el artículo 27 de este reglamento:


I.- En el Poder Ejecutivo en general:



Presidente de la República



Vicepresidentes de la República



Ministros de Gobierno con y sin cartera



Viceministros de Gobierno



Secretario del Consejo de Gobierno



Oficiales Mayores de los Ministerios de Gobierno



Asesores o funcionarios de Gobierno con rango de Ministro



Auditores Internos de los Ministerios de Gobierno



Jefes o encargados de los Departamentos de Aprovisionamiento de materiales, Proveedurías Internas, o cargo similar, de los Ministerios de Gobierno



Director y Subdirector de División de los Ministerios de Gobierno



Director y Subdirector generales de los Ministerios de Gobierno



Oficial Presupuestal, Director, Jefe o Encargado del Area Financiera de los Ministerios de Gobierno


II.- En el Poder Ejecutivo en particular:


i. Ministerio de Gobernación y Policía



Gobernadores



Miembros del Consejo Nacional de Migración



Director y Subdirector General de Migración



Jefe Departamento de Migración



Jefe Departamento de Extranjeros



Jefe Departamento del Consejo Nacional de Migración



Jefe de la Unidad o Departamento de la Policía Especial de Migración



Directores Generales de la Guardia de Asistencia Rural y de la Fuerza Pública


ii. Ministerio de Hacienda



Directores y Subdirectores Generales de las Administraciones Tributarias



Contador y Subcontador Nacionales



Tesorero y Subtesorero Nacionales



Director General del Presupuesto Nacional



Proveedor y Subproveedor Nacionales



Jefe y Subjefe de la Pagaduría Nacional o Pagador y Subpagador Nacionales



Miembros del Tribunal Fiscal Administrativo



Jefes y Subjefes de Departamento de la Dirección General de Hacienda



Director, Jefe o Encargado de la Policía de Control Fiscal


Dirección General de Tributación Directa:



Director General



Director General Adjunto



Subdirectores Generales o Subdirectores Tributarios



Administradores y Subadministradores Regionales Tributarios


Dirección General de Aduanas:



Director y Subdirector Generales de la Administración Tributaria



Jefes y Subjefes de División



Jefes y Subjefes de Departamento



Administradores o Gerentes



Subadministradores o Subgerentes



Jefe y Subjefe del Departamento de Investigaciones Técnicas Aduaneras



Jefe Control de Depósitos Libres



Jefe o encargados de los puestos de aduana



Profesionales Aduaneros



Técnicos aduaneros o técnicos en operaciones aduaneras y tramitadores aduaneros (funcionarios nombrados en los cargos que realicen o supervisen funciones como las siguientes: inspección de carga y descarga de mercaderías, verificación y aforo de mercancías, determinación del origen, reconocimiento de mercancías, liquidación de los derechos o rentas aduaneras y contabilización de rentas aduanera)


iii. Ministerio de Obras Públicas y Transportes



Miembros del Directorio de la Comisión Nacional de Emergencia



Director y Subdirector Generales de cada una de las Divisiones Generales de Obras Públicas y Transportes



Director General de Transporte Automotor



Director y Subdirector General de Abastecimiento y Servicios



Proveedor o cargo similar



Jefe o Encargado de las bodegas de materiales y suministros, repuestos, combustibles y artículos de oficina, cuyo inventario mínimo de existencias sea igual o mayor a 20 millones de colones


iv. Ministerio de Justicia y Gracia


En el Registro Nacional:



Director y Subdirector Generales



Directores o Jefes de los Registros



Director o Jefe de Catastro Nacional



Procurador General y Procurador General Adjunto



Jefe o Encargado de las proveedurías de la Procuraduría General de la República y del Ministerio de Justicia y Gracia (Administración Central y Adaptación Social)


v. Ministerio de Seguridad Pública



Directores Generales de la Fuerza Pública y de la Guardia de Asistencia Rural


vi. Organos adscritos a los Ministerios de Gobierno



Miembros propietarios de las Juntas Directivas Administrativas y Concejos Directivos, excepto fiscales sin derecho a voto



Director y Subdirector Ejecutivos



Secretario Ejecutivo



Director, Director General y Subdirector General



Administrador y Subadministrador Generales



Auditor Interno



Director, Jefe o Encargado del Area, Dirección, Departamento



Oficina o Sección Financiera y de Tesorería



Director, Jefe o Encargado de las Direcciones o Departamentos de Aprovisionamiento, Proveeduría Interna o cargo similar


III.- En el Poder Legislativo:



Director Ejecutivo



Auditor Interno



Director o Jefe del Departamento, Area, Oficina o Sección Financiera



Proveedor o cargo similar


IV.- En el Poder Judicial:



Magistrados propietarios



Integrantes del Consejo Superior del Poder Judicial



Secretario General de la Corte Suprema de Justicia



Director de Despacho del Presidente de la Corte Suprema de Justicia



Director y Subdirector Ejecutivo



Auditor Interno



Director o Jefe del Departamento, Area, Oficina o Sección Financiero-Contable



Proveedor Judicial o cargo similar



Jefe y Subjefe del Ministerio Público



Director y Subdirector Generales del Organismo de Investigación Judicial (OIJ)



Jefes y Subjefes de Departamento del OIJ


V.- En el Tribunal Supremo de Elecciones:



Magistrados propietarios del Tribunal Supremo de Elecciones



Secretario General



Director General del Registro Civil



Oficiales Mayores



Director o Jefe del Departamento, Area, Oficina o Sección Financiera (Jefe de la Contaduría)



Auditor Interno



Proveedor o cargo similar


VI.- En la Contraloría General de la República



Contralor General de la República



Subcontralor General de la República



Director General y Directores Adjuntos de cada una de las Direcciones



Jefe del Departamento Financiero



Jefe del Departamento de Proveeduría o cargo similar



Auditor Interno General


VII.- En la Defensoría de los Habitantes de la República



Defensor de los Habitantes de la República



Defensor Adjunto de los Habitantes de la República



Directores Generales, Directores y Jefes de Departamento



Jefe Unidad Financiera Contable



Jefe Unidad de Proveeduría o cargo similar



Auditor Interno” 
.

Artículo 29 RLEISP:


“También deberán presentar declaración los funcionarios que ocupen los siguientes puestos o realicen las funciones correspondientes a dichos puestos, y que estén nombrados de conformidad con lo que se señala en el artículo 27 de este Reglamento, en los órganos y entes de la Administración Pública Descentralizada, tanto estatales como no estatales, en las Empresas Públicas y en los Organos Desconcentrados:


I.- Miembros propietarios de las juntas directivas o administrativas y consejos directivos, excepto fiscales sin derecho a voto



Miembros propietarios y suplentes de la Junta o Consejo Directivo de CENPRO



Secretario de junta o consejo directivo



Presidente Ejecutivo



Auditor Interno o Contralor



Gerente y Subgerentes Generales



Gerentes y Subgerentes específicos



Administrador y Subadministrador Generales



Director y Subdirector Ejecutivo



Director y Subdirector Generales



Director, Jefe o Encargado del Area Administrativa



Director, Jefe o Encargado del Area de Tesorería



Director, Jefe o Encargado del Area, Dirección, Departamento, Oficina o Sección Financiera



Director, Jefe o Encargado de las Direcciones o Departamentos de Aprovisionamiento, Proveedurías Internas, o cargo similar



Jefes o Encargados de Bodega de materiales y suministros, repuestos, combustibles y artículos de oficina, bienes embargados, etc., cuyo inventario mínimo de existencias sea igual o mayor a 20 millones de colones. 


II.- En la Superintendencia General de Entidades Financieras



Miembros del Consejo Directivo



Superintendente e Intendente Generales



Directores Generales



Director de la asesoría jurídica



Auditor Interno



Proveedor o cargo similar


III.- En las Universidades Estatales e Instituto Tecnológico de Costa Rica



Rector y Vicerrectores



Auditor interno o Contralor



Director, Jefe del Departamento, Area, Oficina o Sección Financiera



Jefe de la Oficina, Sección o Departamento de Aprovisionamiento, Proveeduría Interna o cargo similar


IV.- En los Colegios Universitarios



Decano



Auditor Interno



Director o Jefe del Departamento, Area, Oficina o Sección Financiera



Proveedor o cargo similar


V.- En las Corporaciones Municipales



Ejecutivo



Director o Jefe del Departamento, Area, Oficina o Sección Financiera



Auditor Interno



Proveedor o cargo similar


VI.- Miembros que integran las Juntas Interventoras y AD-HOC


Se excluyen de la obligación de presentar declaración jurada de bienes, las Juntas Administrativas de Colegios, Cementerios, Juntas de Educación, Ligas de Municipalidades y Juntas de Protección Social excepto la de San José” 
.

Artículo 30 RLEISP:


“Los declarantes en razón de lo dispuesto por los anteriores artículos, mantendrán tal obligación cuando en virtud de una reorganización administrativa u otro motivo se modifique el nombre o título de la clase de puesto que ocupan, siempre y cuando las funciones continúen siendo iguales o similares a las del cargo que venían desempeñando”. 

Normas relativas a las facultades de control de la Contraloría General de la República:


Artículo 4 RLEISP:


“Corresponde a la Contraloría General llevar el registro de las declaraciones de los funcionarios obligados a rendir declaración, según disposición expresa del artículo 7 de la citada ley”. 


Artículo 10 RLEISP:


“Las declaraciones serán recibidas en la Contraloría General por la Dirección General de Auditoría, a la cual compete llevar su registro, verificar que la información sea completa, que se presenten dentro de los términos que corresponda y demás atribuciones que le señala la Ley 6872.  Toda declaración se custodiará bajo rigurosa confidencialidad”.


Artículo 24 RLEISP:


“Una vez recibida la declaración respectiva, se procederá a su estudio para determinar si la información se encuentra completa. De advertirse alguna omisión o confusión en los datos señalados, se solicitará al declarante que la complete o aclare, dentro del término que la Contraloría General le señalará al efecto”.


Artículo 52 RLEISP:


“Cuando la Contraloría General mediante el informe que deberá suministrarle oportunamente el Auditor Interno o el Jefe de Personal, en su caso, tenga conocimiento de un nombramiento efectuado y transcurra el plazo de veinte días hábiles a que se refiere el artículo 13 de este Reglamento, sin haber recibido la respectiva declaración, lo comunicará al superior jerárquico del funcionario omiso para que proceda conforme lo preceptuado por el artículo 13 de la ley 6872”.


Artículo 53 RLEISP:


“Igual procedimiento seguirá la Contraloría General en los casos de funcionarios omisos en la presentación de la declaración anual de bienes, a que se refiere el artículo 14 de este Reglamento, si después del término que por vía de prevención le fije la Contraloría General, el servidor incumpliera con la declaración respectiva.  Dicho término se contará a partir del día hábil siguiente de la fecha de recibo del oficio de prevención”.


Artículo 53 RLEISP:


“Cuando el funcionario omiso en la presentación de la declaración inicial o anual fuere alguno de los miembros de los Supremos Poderes, la Contraloría General lo comunicará a la Asamblea Legislativa, para que ésta tome la resolución que proceda, conforme con la Constitución Política y la legislación vigente”.

Artículo 56 RLEISP:


“El incumplimiento de la obligación de presentar la declaración final, dará lugar a que la Contraloría General investigue mediante sumaria los cambios en el patrimonio del exfuncionario.  En caso de advertir irregularidades que puedan constituir enriquecimiento ilícito, lo pondrá en conocimiento del Ministerio Público”.

Artículo 57 RLEISP:


“La Contraloría General podrá en cualquier momento pedir cuentas de sus bienes o del incremento o utilidad de los mismos a cualesquiera funcionarios, los que deberán aportar la información y documentación solicitada dentro del término que la Contraloría General le fije; todo sin perjuicio de levantar la información sumaria administrativa, cuando lo estime procedente”. 

Normas relativas a los efectos previstos para el incumplimiento del deber de declarar los bienes:


Ver artículos 52, 53, 54 y 56 RLEISP citados supra. 


Artículo 55 RLEISP:


“Los funcionarios que hayan sido cesados en el puesto, por aplicación del artículo 13 de la ley 6872, o que no hayan cumplido debidamente con la obligación de presentar la declaración final, estarán sujetos a la prohibición de reingreso a que hace referencia el artículo 72 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República.  En el caso de que el incumplimiento se refiera a la declaración inicial o anual, la prohibición de reingreso se aplicará sólo al cargo que se venía desempeñando” 
.


Artículo 58 RLEISP:


“La negligencia u ocultamiento de hechos, informes o datos, en que incurra el funcionario, será considerada falta grave y se sancionará conforme con la legislación aplicable, sin perjuicio de mayores responsabilidades que puedan derivarse de la ley 6872, o de la legislación penal común”. 

Normas relativas a la protección de la información contenida en las declaraciones de bienes:


Artículo 25 RLEISP:


“ Las declaraciones que los funcionarios deben rendir son confidenciales, sin perjuicio de las informaciones que requiera el Ministerio Público, el juez, el propio declarante y las comisiones especiales de la Asamblea Legislativa.  El funcionario que violare esta confidencialidad será sancionado según lo disponen los artículos 28 de la ley N° 6872 y 59 de este Reglamento” 
. 


Artículo 26 RLEISP:


“Se podrá facilitar al Ministerio Público, al Juez y las comisiones  especiales de la Asamblea Legislativa las informaciones de las declaraciones, cuando sean requeridas por escrito y por la autoridad correspondiente.


La remisión de la información se hará personalmente y bajo conocimiento.


Información o fotocopias de la declaración presentada, deberá ser entregada al declarante previa solicitud por escrito, con la presentación de su cédula de identidad.  También podrá el declarante retirar información o fotocopia de la declaración, mediante tercero debidamente autorizado, en cuyo caso se requerirá la presentación de la cédula de identidad tanto del declarante como de la persona autorizada”. 

Normas relativas al contenido de las declaraciones de bienes:


Artículo 31 RLEISP:


“La declaración de los bienes, rentas, derechos y obligaciones que el funcionario posea dentro y fuera del territorio nacional, se consignará de conformidad con el detalle que se indica en los siguientes artículos.  Cuando corresponda, en las declaraciones anual y final, deberá señalarse la fecha de adquisición”.


Artículo 32 RLEISP:


“De los bienes inmuebles se deberá indicar:


a) Citas de inscripción en el respectivo Registro.


b) Area y ubicación exacta del inmueble.


c) Actividad a que se dedica cada finca.


d) Valor estimado del inmueble.  En el caso de los que se encuentren en el territorio nacional, el valor no podrá ser inferior al último avalúo de la Dirección General de Tributación Directa”.

Artículo 33 RLEISP:


“De los bienes muebles se deberá indicar al menos lo siguiente:


a) Descripción precisa del bien, marca de fábrica, modelo, color, placa de circulación cuando corresponda o en su defecto número de serie, número de motor y estimación del valor actual.  Sobre este último extremo, en el tanto el mismo exista, el monto que se incorpore en la declaración no podrá ser inferior al que hubiere sido determinado por la Dirección General de Tributación Directa.


b) En caso de semovientes: la cantidad, el género, la raza y el valor total estimado.


c) Para el menaje de casa: el valor total estimado”.

Artículo 34 RLEISP:


“De las acciones deberá indicarse el nombre completo de la sociedad, la cédula de persona jurídica, la dirección de la empresa, el número de acciones propiedad del declarante, el tipo y su valor nominal”.


Artículo 35 RLEISP:


“De los bonos deberá indicarse la clase de bono, el número, la serie, la entidad que lo emitió, el valor nominal en la moneda que corresponda, el número y monto de los cupones a la fecha de adquisición, la tasa de interés que devenga y la fecha de adquisición y la de vencimiento del bono”.


Artículo 36 RLEISP:


“De los certificados de depósito en colones o en moneda extranjera se indicará el número de certificado, la entidad que lo emitió, el valor en colones o moneda extranjera, la tasa de interés, el plazo y la fecha de adquisición, el número y monto de los cupones a la fecha de adquisición”.


Artículo 37 RLEISP:


“De los fondos complementarios de pensión o similar, cuentas corrientes bancarias y de ahorros en colones o en moneda extranjera, se indicará el número de la cuenta, el nombre de la institución bancaria o empresa, el saldo o monto ahorrado a la fecha de la declaración”.


Artículo 38 RLEISP:


“De los salarios y otras rentas se indicará el tipo de renta (alquileres, dietas, dividendos, intereses, pensiones, salarios, honorarios, comisiones, etc.), la institución, empresa o persona que lo pagó, el monto devengado por cada renta y el período que cubre cada una.


Respecto a salarios, se debe indicar además, el monto total, incluyendo los plus salariales y los gastos de representación fijos no sujetos a liquidación”.

Artículo 39 RLEISP:


“De los activos intangibles se indicará el tipo, el origen del mismo y su valor real o estimado”.


Artículo 40 RLEISP:


“En cuanto a los pasivos se deberán indicar todas las obligaciones pecuniarias del funcionario, señalando el número de operación, el monto original, la persona o entidad acreedora, el plazo, la cuota del último mes, el origen del pasivo y el saldo a la fecha de la declaración”.


Artículo 41 RLEISP:


“Se deberá declarar además, cualesquier otros bienes, rentas, derechos y obligaciones que el funcionario posea dentro y fuera del territorio nacional”.

CUESTIONARIO

A continuación paso a contestar cada una de las preguntas del cuestionario, siguiendo el orden propuesto y enunciando primero cada pregunta y sus distintas divisiones (las preguntas se resaltan en letra de color azul):

a. ¿Existen en el ordenamiento jurídico de su país (Constitución Política, Ley, Decreto, Reglamento, etc.) disposiciones que obliguen a las personas que desempeñan funciones públicas, en los cargos que establezca la ley, a declarar sus ingresos, activos y pasivos?

RESPUESTA:  Sí existe en nuestro país normas específicas para exigir a determinados funcionarios públicos declarar sus ingresos, activos y pasivos.   Conforme se evidencia en la primera parte de este informe, existe una disposición constitucional que establece tal obligación o deber, una ley que desarrolla esa obligación y un reglamento ejecutivo que completa sus contenidos. 

b. Relacione las leyes o normas jurídicas que sustentan esta obligación utilizando la fuente, el número del artículo y la fecha en que han entrado en vigencia.

RESPUESTA:  Partiendo nuevamente del orden jerárquico, tenemos en primer lugar el artículo 193 de la Constitución Política del 7 de noviembre de 1949, el artículo 7 de la Ley sobre el Enriquecimiento Ilícito de los Servidores Públicos, Ley número 6872 del 17 de junio de 1983 y el artículo 11 del Reglamento a la Ley sobre el Enriquecimiento Ilícito de los Servidores Públicos, Decreto Ejecutivo número 24885 – MP del 4 de diciembre de 1995.
c. ¿Señala la legislación nacional los destinatarios de la obligación de declarar bienes? En caso afirmativo relacione dichos destinatarios con la clasificación que corresponda, o los criterios establecidos al respecto,  y refiérase a los siguientes aspectos:

RESPUESTA:  El Reglamento a la Ley sobre Enriquecimiento Ilícito de los Servidores Públicos, por expresa delegación de la Ley, establece una lista amplia de los servidores o funcionarios públicos que tienen la obligación de declarar sus bienes.   El criterio inicialmente utilizado fue el de incluir los funcionarios encargados del manejo de fondos públicos.   Sin embargo, a partir de la Ley vigente, este criterio se ha contaminado con otros, en particular el de jerarquía y el de puestos estratégicos.   La técnica utilizada en el Reglamento vigente es la de una descripción detallada de los puestos de los funcionarios que están obligados a declarar sus bienes, lo que facilita su identificación y exigibilidad, dentro de un marco de seguridad y certeza para los obligados.   Sin embargo, esta técnica requiere de un constante proceso de actualización y revisión, máxime tomando en cuenta las características de nuestra Administración Pública y la pluralidad de órganos y entes que la componen, cada uno con sus distintos niveles de complejidad y profundidad.    Esta situación dificulta la definición de un criterio general para identificar y determinar aquellos funcionarios obligados a presentar sus declaraciones de bienes.   En nuestro sistema, parece conveniente que la normativa derivada contenga una lista lo más completa de los puestos u órganos cuyos titulares tendrán el deber en referencia, siempre y cuando se diseñe un sistema ágil de actualización o de inclusión de nuevos funcionarios de aquellos entes u órganos que se vayan creando, transformando, reorganizando o extinguiendo. 

i. 
Cubrimiento de la obligación a particulares que desempeñan funciones públicas.

RESPUESTA:  La LEISP a nivel de definición de la noción de servidor o funcionario público, incluye aquellas personas que en interés o por nombramiento del Estado, sus instituciones y empresas, desempeñen funciones en actividades y compañías que correspondan a la actividad de derecho privado de la administración (artículo 2).  En el RLEISP se detallan algunos puestos de funcionario de empresas públicas del Estado.     En cuanto a los particulares que desempeñan funciones públicas, no existe ninguna regulación, o previsión en nuestro ordenamiento.

ii.       Cubrimiento de la obligación  a los servidores públicos en general, entendiéndose como tales cualquier funcionario o empleado del Estado o de sus entidades, incluidos los que han sido seleccionados, designados o electos para desempeñar actividades o funciones en nombre del Estado o al servicio del Estado, en todos sus niveles jerárquicos.

RESPUESTA:  Desde el punto de vista de principio general y del alcance de la obligación constitucional, se puede concluir que el espectro de servidores o funcionarios públicos es muy amplio, abarcando cualquier nivel jerárquico y cualquier forma de organización empleada.    La determinación o selección concreta de los servidores o funcionarios públicos que tendrán la obligación de presentar declaración de bienes deberá hacerse de conformidad a la importancia, ubicación y funciones del puesto respectivo.     Cabe indicar que la definición de servidor o funcionario público utilizada tanto en la LEISP, como en la LGAP, criterios flexibles y atrayentes hacia la relación de empleo público.     

iii.       Cubrimiento restringido de la obligación teniendo en cuenta la naturaleza del vínculo con el Estado (relación contractual o vinculación  a través de nombramiento o elección popular), categoría (nivel jerárquico del empleo) y temporalidad (duración del empleo o de las funciones públicas).

RESPUESTA:  Tanto desde el punto de vista de la definición de servidor o funcionario público (artículos 2 LEISP y 111 LGAP), como del ámbito subjetivo del deber u obligación de declarar los bienes establecido en la LEISP y en el RLEISP, no se hace distinción de la naturaleza del vínculo, la categoría o temporalidad del empleo.   Con toda claridad, el artículo 27 RLEISP dice que están obligados a presentar la declaración aquellos funcionarios que ocupen puestos sea en propiedad o en forma interina, a plazo fijo o con recargo asignación de funciones.    De la revisión de las listas contenidas en los artículos 28 y 29 RLEISP se incluyen a funcionarios de las jerarquías superiores de toda la Administración Pública, incluyendo al Presidente de la República y a los Magistrados del Poder Judicial y del Tribunal Supremo de Elecciones.    En dichas listas no se incluyen ni a los Diputados de la Asamblea Legislativa, ni a los Regidores de los Concejos Municipales, que serían los únicos funcionarios de las jerarquías supremas de sus respectivos órgano y ente constitucional,  y ambos de elección popular.   La razón de excepción la podemos derivar de lo dispuesto en el artículo 110 CP
, cuyo contenido se hace extensivo a los Regidores, complementado por el régimen de autonomía municipal 
.  Esta exclusión y su aplicación analógica queda sujeta a revisión e interpretación armoniosa y sistemática con lo dispuesto en el artículo 193 CP 
.
d. ¿Determina la legislación nacional las ocasiones en las cuales la referida obligación debe materializarse? En caso afirmativo indíquelas, teniendo en cuenta los siguientes aspectos:

RESPUESTA: Tanto la LEISP y el RLEISP regulan en forma clara las ocasiones en las cuales se debe presentar la declaración de bienes.   Se establecen tres momentos, al inicio, durante y al final de la relación de empleo.    En los términos de la normativa, el servidor o funcionario obligado debe presentar una Declaración Inicial y una Declaración Final, así como una declaración por cada año que dure en el cargo (Declaración Anual).   Los contenidos de las declaraciones están definidos en el RLEISP (normativa supra transcrita) y la Contraloría General de la República ha elaborado los formularios respectivos de las distintas declaraciones.   Para la recepción y trámite de todo lo relativo a dichas declaraciones, la Contraloría tiene un órgano especializado, que es la Oficina Declaraciones Juradas de Bienes.

i.      Obligación de presentar la declaración al momento de tomar posesión del cargo o de iniciar el desempeño de funciones públicas.

RESPUESTA: Los artículos 12 LEISP y 13 RLEISP disponen que los funcionarios obligados a presentar la declaración de bienes, deberán hacerlo dentro de los veinte días hábiles siguientes a aquel en que asuman su cargo.  

ii.      Obligación de actualizar el contenido de la declaración periódicamente, o cuando se cambie de empleo o de funciones, o al retirarse del empleo o cesar el cumplimiento de funciones, o cuando quienes ejerzan supervisión  o mando sobre el destinatario de la obligación lo soliciten. 

RESPUESTA:  Los tres primeros supuestos indicados están expresamente contemplados en la legislación nacional.    Cada año, los funcionarios  obligados deben presentar una declaración para actualizar la información.  En dicha declaración se indicarán los bienes adquiridos durante el período, así como las mejoras de los ya declarados y las variaciones en su patrimonio, consignando el origen de los recursos y su monto.   En el caso de cambio de empleo o de funciones,  se deberán considerar tres variantes.   La primera, si el funcionario asume un cargo para el cual no se le exija la declaración o se modifiquen sus funciones en dicha dirección, será tratado como cesación de funciones y en consecuencia deberá presentar la declaración final prevista en los artículos 16 LEISP y 15 RLEISP (así se concluye de una interpretación a contrario sensu del artículo 16 RLEISP).  La segunda variante sería que el funcionario cambie de empleo para ocupar otro de los cargos previstos en los artículos 28 y 29 RLEISP.   En estos casos se aplica lo dispuesto en el artículo 16 RLEISP, de manera que dicho funcionario deberá rendir la declaración final una vez que concluya sus funciones en todos los cargos que le obligan a declarar.    Cabe agregar, que el funcionario que cambie de empleo está obligado a presentar la declaración inicial una única vez, mientras se mantenga la continuidad de la relación y partiendo del principio de unidad del Estado.   Por último, en la tercera variante, tendríamos los supuestos regulados en el artículo 30 RLEISP, según el cual, los funcionarios obligados a declarar, mantendrán ese deber a pesar de que por una reorganización administrativa o por otro motivo se modifique el nombre o título de la clase de puesto que ocupan, siempre y cuando las funciones continúen siendo iguales o similares a las del cargo que venían desempeñando.  

Por otra parte, en cuanto a la facultad de quienes ejerzan supervisión o mando de solicitar la declaración de bienes a sus subordinados, la misma no está prevista en nuestra legislación.   Unicamente, el artículo  9 LEISP atribuye a la Contraloría General de la República una serie de facultades de investigación de las actividades privadas de los funcionarios que no estén afectos a presentar la declaración de bienes.  

e. ¿Señala  la legislación nacional los funcionarios o instancias ante los cuales debe presentarse la declaración de bienes? En caso afirmativo indíquelos, teniendo en cuenta los siguientes aspectos:

RESPUESTA: Los artículos 12 LEISP y 10 RLEISP establecen la competencia de la Contraloría General de la República para recibir las declaraciones de bienes.    La Contraloría ha designado un órgano especializado para la recepción y tramitación de las declaraciones, denominado Oficina Declaraciones Juradas de Bienes, de manera que al centralizar dichas competencias, se facilita la labor de vigilancia y seguimiento de las actuaciones de los funcionarios para garantizar su probidad y moralidad. 

i.       Presentación de la declaración ante la autoridad nominadora (persona competente para nombrar o contratar al destinatario de la obligación).

RESPUESTA: La Contraloría General de la República es un órgano constitucional auxiliar de la Asamblea Legislativa, que tiene atribuidas funciones de control y fiscalización.   De esta manera, salvo a lo interno de su propia organización, la Contraloría General de la República no tiene competencia para nombrar o contratar funcionarios para la Administración Pública 
.

ii.       Presentación de la declaración ante la autoridad competente para dar posesión al destinatario de la obligación que vaya a ocupar un cargo de elección popular o que haya sido seleccionado para el empleo por un cuerpo colegiado.

RESPUESTA:  De igual manera a lo señalado en la pregunta anterior, la presentación de las declaraciones es ante un único órgano constitucional, la Contraloría General de la República, que no tiene funciones de juramentación,  acreeditación o instalación de funcionarios en el resto de la Administración Pública.

iii.       Presentación de la declaración ante cualquier instancia diferente de las anteriores (delegados, jefes de personal, comités, comisiones de supervisión ciudadana, etc.)

RESPUESTA: Conforme a las respuestas anteriores, efectivamente las declaraciones se presentan ante una instancia diferente, como es la Contraloría General de la República, que tiene funciones de vigilancia y fiscalización.

a. ¿Determina la legislación nacional la forma y el contenido mínimo de la declaración de bienes? En caso afirmativo, describa tal forma y relacione dicho contenido teniendo en cuenta los siguientes aspectos:   

RESPUESTA:  La Contraloría General de la República tiene a disposición los formularios para las distintas declaraciones juradas (Declaración Inicial, Declaración Anual y Declaración Final), preparados con fundamento en lo dispuesto en los artículos 8 LEISP y 11 RLEISP.   En cuanto al contenido mínimo de la declaración de bienes se regula en los artículos 8 y 12 LEISP y 31 al 41 RLEISP (se trata del capítulo VI del Reglamento, titulado “Del contenido de las declaraciones”).

i. Existencia de formatos preimpresos para diligenciamiento  de dicho contenido (en caso afirmativo adjunte un ejemplar).

RESPUESTA:  Existen formatos preinpresos para los tres tipos de declaraciones.  Se adjunta un ejemplar de cada uno, con su respectivo instructivo. 

ii. Previsión en los requerimientos que conforman dicho contenido  mínimo, del deber de suministrar datos que garanticen un adecuado conocimiento de la identidad y domicilio del declarante y de su cónyuge y parientes más cercanos; de sus ingresos, activos, pasivos y acreencias; de su carácter de socio en cualquier clase de asociaciones; de las  cuentas o depósitos que posea en entidades financieras en el país o en el exterior y; en general, de  sus actividades económicas.

RESPUESTA: La información solicitada en los formatos preimpresos garantiza la identificación del declarante y su domicilio.   No así la identificación de su cónyuge y parientes más cercanos, para lo cual en caso de ser necesario, se puede verificar en el Registro Civil.   Sin embargo, la inclusión de esta información facilitaría cualquier procedimiento de investigación y verificación por parte de la Contraloría General de la República,  aunque habría que revisar sus posibles roces con normas y principios constitucionales.   En cuanto a todos los aspectos de la actividad económica del funcionario (ingresos, activos, pasivos y acreencias) la información requerida es muy completa y pormenorizada. 

iii. Manifestación por parte del declarante confiriendo expresamente las autorizaciones de rigor a quienes deban verificar el contenido de la declaración cuando la ley lo exija.

RESPUESTA:  En el formato preimpreso no se consiente las facultades de verificación de la declaración presentada.   Conforme a nuestro sistema, se trata de una potestad de imperio, expresamente atribuida en el artículo 14 LEISP.

iv. Obligación de rendir la declaración bajo la gravedad de juramento o exigencia de cualquier otra formalidad que comprometa al declarante con la veracidad de la información consignada en la misma. 

RESPUESTA:  El formato preimpreso expresamente indica que se trata de una declaración jurada y que la declaración se rinde bajo juramento, todo ello conforme a los artículos 7, 12  y 16 LEISP. 

b. ¿Contempla la legislación nacional mecanismos efectivos para verificar el contenido de la declaración de bienes? En caso afirmativo, descríbalos  teniendo en cuenta los siguientes aspectos:

RESPUESTA:  La legislación contempla la facultad de la Contraloría General de la República de examinar y verificar con todo detalle la exactitud y veracidad de las declaraciones,  aunque sin indicar los mecanismos o instrumentos para ello, remitiendo a los procedimientos y facultades que le otorgan la Constitución Política y las leyes (en particular su Ley Orgánica) a dicho órgano contralor.

i. Señalamiento de los funcionarios responsables de efectuar dicha verificación.

RESPUESTA:  La normativa existente no señala los funcionarios responsables, aunque a lo interno de la Contraloría General de la República y en el marco de su organización administrativa, se creó una oficina especializada.

ii. Establecimiento de plazos, ocasiones,  muestreos, selecciones al azar o comprobaciones selectivas para llevar a cabo la verificación.

RESPUESTA:  Expresamente la normativa referida no fija condiciones para los procedimientos de verificación, aunque a lo interno de la oficina referida, se tiene un programa de actividades y verificación.   

iii. Determinación de las fuentes de información útiles para  la confrontación de los datos y facilidades de acceso a las mismas por parte de quienes deben efectuar la verificación.

RESPUESTA:  Para los efectos de las funciones de verificación de la Contraloría General de la República, no se determinan fuentes precisas de información, aunque la LOCGR establece una garantía general de acceso y disposición de información 

iv. Existencia de mecanismos eficaces que puedan oponerse  a quienes pretendan entorpecer las labores de verificación.

RESPUESTA: No se estipulan dichos mecanismos en la normativa especial.

c. ¿Prescribe la legislación nacional la manera en la que puede  accederse a la información suministrada por el destinatario de la obligación en su declaración? En caso afirmativo descríbala, teniendo en cuenta los siguientes aspectos:

RESPUESTA:   En la primera parte del informe, se agruparon una serie de disposiciones relativas a la protección de la información contenida en las declaraciones de bienes, de manera que nuestra legislación si prescribe la manera de acceder a la información contenida en las declaraciones de bienes. 
i. Confidencialidad de su contenido, caso en el cual,  deberá indicarse quienes están autorizados para acceder al mismo, las circunstancias y condiciones bajo las cuales pueden hacerlo, los fines para los que puede ser utilizada la información, los mecanismos que existen para asegurar dicha confidencialidad, las consecuencias en caso de violación de la misma y las acciones que pueden interponer quienes se vean afectados por ello.

RESPUESTA:  Los artículos 10 y 28 LEISP y 25 y 26 RLEISP establecen la confidencialidad de la información y la sanción aplicable a los funcionarios que violaren dicha confidencialidad.  Las disposiciones citadas establecen quienes están autorizados para acceder a dicha información (Ministerio Público, el juez, el propio declarante y las comisiones especiales de la Asamblea Legislativa) y el procedimiento para solicitarla.  Sin embargo, no se regulan ni las circunstancias y condiciones bajo las cuales se puede acceder a la información contenida en las declaraciones, ni los mecanismos para asegurar la confidencialidad,  ni las acciones que puedan interponer quienes se vean afectados por la violación de dicha confidencialidad. 

ii. Publicidad de su contenido, caso en el cual, deberá indicarse el criterio utilizado para determinar cuándo una declaración debe publicarse, los aspectos de la misma que son objeto de publicación, el medio a través del cual debe hacerse, el responsable de efectuar la publicación y la finalidad  que se persigue.

RESPUESTA:  No se regula, ni autoriza la publicidad del contenido de las declaraciones.  

d. ¿Regula la legislación nacional la utilización del contenido de la declaración? En caso afirmativo describa tal regulación, teniendo en cuenta los siguientes aspectos:

RESPUESTA: No lo regula. 

i. Señalamiento de fines específicos para los que puede ser utilizada la información suministrada, tales como el de servir de medio de prueba en investigaciones penales o administrativas que se adelanten por corrupción pública.

RESPUESTA: Sin respuesta.

ii. Establecimiento de restricciones para la utilización de su contenido, tales como el que la información suministrada no pueda ser tenida en cuenta en procesos civiles.

RESPUESTA: Sin respuesta.

iii. Posibilidad para que, quien ejerza supervisión o mando sobre el declarante, proceda a solicitar al mismo explicaciones ante un aumento significativo de su patrimonio; a iniciar las investigaciones correspondientes dentro de la órbita de su competencia en caso de que no exista justificación razonable de tal incremento; o a instaurar las denuncias del caso ante las autoridades competentes.

RESPUESTA:  Sin respuesta.

iv. Validez probatoria de la declaración, indicando si constituye por si misma un elemento de prueba  para configurar  faltas contra la  probidad en la administración pública, o conductas delictivas como el enriquecimiento ilícito.

RESPUESTA: Sin respuesta. 

e. ¿Prevé la legislación nacional consecuencias o sanciones para quienes incumplan obligaciones relativas a la declaración de bienes? En caso afirmativo relaciónelas, teniendo en cuenta los siguientes aspectos:

RESPUESTA: Igualmente, en la agrupación de las disposiciones, se incluyeron aquellas relativas a los efectos del incumplimiento de presentar las respectivas declaraciones de bienes, por lo que la respuesta a esta pregunta es afirmativa.
i. Existencia de sanciones administrativas o penales para quienes, estando obligados a declarar bienes, no lo hagan; presenten la declaración extemporáneamente o no la actualicen oportunamente; no suministren debidamente la información requerida o proporcionen datos falsos o inexactos; o no respondan las explicaciones solicitadas por quienes están autorizados para ello ante un aumento inusitado de su patrimonio.

RESPUESTA:  Los artículos 13 y 17 LEISP disponen dos tipos de sanciones de orden administrativo.   La primera, la de cesación del cargo en caso de omisión en la presentación de las declaraciones inicial y anual (supuesto de no presentación de la declaración y no actualización de los datos)  La segunda, de prohibición de reingreso en aquellos supuestos en que el funcionario declarante hubiese cesado en su cargo, sin haber presentado la declaración final.    En cuanto a los supuestos de proporcionar datos falsos o inexactos, o no responder a las explicaciones solicitas, el Reglamento a la Ley (lo que podría significar una violación al principio de reserva de ley) únicamente califica de falta grave la negligencia u ocultamiento de hechos, informes o datos, sin establecer expresamente la sanción administrativa que corresponda.

Cabe agregar que según se indica en el artículo 24 RLEISP,  “una vez recibida la declaración respectiva, se procederá a su estudio para determinar si la información se encuentra completa”.   En el supuesto de que hubiese omisión o confusión sobre la información declarada, la Contraloría General de la República le conferirá al declarante un plazo para completar o aclarar los datos suministrados.

ii. Existencia de consecuencias de tipo administrativo relativas a la validez del acto de posesión del funcionario público que incumpla la obligación de declarar bienes, o del contrato de quien se vincule por este medio al desempeño de funciones públicas.

RESPUESTA:  No se regulan dichas consecuencias.

iii. Existencia de sanciones de índole administrativo o penal para quienes incumplan las obligaciones de verificar el contenido de la declaración; de servir de fuente de información para la verificación de los datos consignados en la misma; de solicitar su actualización o las explicaciones pertinentes en caso de un aumento inusitado del patrimonio del declarante; o de iniciar las investigaciones o formular las denuncias correspondientes cuando dicho incremento no sea justificado razonablemente.

RESPUESTA: No se regulan sanciones de índole administrativa. 

f. ¿Existen  en el ordenamiento jurídico  de su país mecanismos de cooperación con autoridades o instancias internacionales que permitan investigar acerca del patrimonio de quienes están obligados a declarar bienes? En caso afirmativo descríbalos, indicando la norma jurídica que los sustenta y la fecha en que han entrado en vigencia.

RESPUESTA: No existen mecanismos concretos.

g. ¿Regula el ordenamiento jurídico de su país aspectos relativos a la declaración de bienes diferentes a los aludidos en los párrafos anteriores? En caso afirmativo descríbalos.

RESPUESTA:  Las preguntas antes contestadas se refieren en sus aspectos generales a todos los regulados en nuestro ordenamiento jurídico.

h. ¿Se está tramitando en su país algún proyecto de normatividad jurídica relativo a la declaración de bienes? En  caso afirmativo efectúe, en relación con el mismo, el análisis previsto en los párrafos anteriores.

RESPUESTA:  No en relación al régimen de declaración de bienes.

i. ¿Considera que la normatividad jurídica que en su país regula la declaración de bienes es suficiente y eficaz para lograr sus fines de servir de instrumento contra la corrupción pública? En caso afirmativo explique brevemente porqué, y si estima que existen vacíos o falencias al respecto; relacione brevemente los aspectos que, en su criterio, debería contemplar dicha normatividad o las modificaciones que deberían introducírsele a la misma, indicando la clase de acto jurídico que debe proyectarse para ello y las autoridades ante las cuales debe tramitarse. 

RESPUESTA:   Estimo que la normativa es bastante completa en cuanto a la regulación de lo relativo a las declaraciones de bienes de los funcionarios públicos.  Debería mejorarse algunos de los aspectos antes comentados y que se ponen en evidencia como omisiones o lagunas de la legislación vigente.    En cuanto a la utilidad del instrumento, considero que no es muy efectivo, dado que el sistema opera en el plano formal únicamente, faltando una verificación permanente y profunda de los objetivos que con ella se buscan.    Los cambios o ajustes normativos no son tan necesarios, como un fortalecimiento de las funciones reales de control atribuidas a la Contraloría General de la República.    Deben revisarse los mecanismos e instrumentos de verificación de la información contenida en las declaraciones juradas y la definición clara y precisa de los fines para los que sirve dicha información.

� 	El segundo párrafo fue adicionado recientemente mediante Ley número 8003 del 8 de junio del 2000.


� 	En relación a este artículo, ver explicación al pie de la transcripción infra del artículo 7 LEISP.


� 	El párrafo quinto de este artículo, que literalmente decía: “Para cumplir con el espíritu de esta ley, cuando la Contraloría lo considere necesario, podrá permutar a los auditores de los diferentes entes públicos por el tiempo que ella fije, o los podrá sustituir por un plazo limitado para asignarlos a trabajos de investigación, dentro de la Contraloría o en el sitio que ella les fije”, fue anulado por inconstitucional mediante voto número 2934 – 93, de las 15:27 horas del 22 de junio de 1993.


� 	El artículo 31 de la LEISP disponía que “la Contraloría General de la República deberá reglamentar la presente ley dentro de los tres meses posteriores a su entrada en vigencia”.   En mi criterio, esta disposición conexa con los artículos 7 y 8 supra transcritos, permitía dar contenido integral a dichas normas como una unidad o conjunto.   Es decir, la atribución conferida a la Contraloría General de la República de determinar los servidores públicos que estarían obligados a presentar la declaración de bienes, así como el contenido de dicha declaración, requería de la delegación normativa de la Asamblea Legislativa al órgano contralor para reglamentar dichos aspectos y por ello se dictó el artículo 31 antes referido.  Sin embargo, nuestra Sala Constitucional, mediante el voto número 2934 – 93 de las 15:27 horas del 22 de junio de 1993,  anuló el citado artículo 31 por estimar que la potestad reglamentaria de las leyes es una facultad constitucional exclusiva del Poder Ejecutivo, y por tanto, la Asamblea Legislativa no podría delegar dicha potestad a la Contraloría General de la República.    Adicionalmente y por conexidad, la Sala Constitucional anuló el Reglamento sobre la materia dictado por la Contraloría General de la República el 8 de octubre de 1983 (y publicado en el Diario Oficial La Gaceta número 198 del 20 de octubre de 1983).   Como consecuencia de la anulación de dicho normativa reglamentaria, el Poder Ejecutivo dictó en ejercicio de sus facultades constitucionales, el RLEISP.


� 	Este artículo en su redacción original establecía lo siguiente “El servidor público afecto a esta ley, que dentro del término señalado incumpliere la presentación de la declaración inicial de bienes, cesará automáticamente en el ejercicio del cargo…”.  Mediante el voto número 1900 – 98 de las 16:48 horas del 17 de marzo de 1998, la Sala Constitucional eliminó el carácter de automático de la sanción, disponiendo  la obligación de seguir el procedimiento debido.


� 	El artículo 16 LEISP dispone la obligación de los funcionarios que cesaron en su cargo, de presentar la declaración final.


� 	El artículo 20 LEISP dice: “Corresponde exclusivamente a la Contraloría General de la República, conforme con su ley orgánica, levantar sumaria administrativa secreta en averiguación de los hechos sancionados por esta ley, sin perjuicio del derecho a denunciar y plantear las demás acciones judiciales o administrativas que conforme con el derecho puedan ejercer los particulares.  


En la substanciación de la sumaria, los servidores, entes y organismos públicos, están obligados a suministrar a la Contraloría todos los elementos probatorios a su alcance, así como a permitirle y facilitarle el acceso a los mismos y a colaborar en la forma más amplia.  Los servidores y exservidores públicos estarán obligados a rendir declaración bajo juramento, con las garantías señaladas en los artículos 36 de la Constitución Política y 276 del Código de Procedimientos Penales.  


Cuando la Contraloría considere que existen elementos de prueba para acreeditar la existencia del enriquecimiento ilícito, trasladará la sumaria al Ministerio Público.  


La negligencia u ocultamiento de hechos, informes o datos, en que incurra el servidor público, será considerada falta grave y se sancionará conforme con la legislación laboral aplicable, sin perjuicio de mayores responsabilidades que puedan derivarse de esta ley o de la legislación penal común.  


Toda persona está obligada, sin incurrir por ello en responsabilidad, a instar en forma confidencial la iniciación de la sumaria administrativa ante la Contraloría, cuando tenga conocimiento de hechos que puedan constituir enriquecimiento ilícito.  La Contraloría acogerá la instancia si a su juicio contiene datos que permitan su intervención”.


� 	Este artículo tiene dos reformas,  una mediante Decreto Ejecutivo número 24909 del 16 de enero de 1996 y otra adición mediante Decreto Ejecutivo número 24991 del 13 de febrero de 1996.  Cabe indicar que este artículo no ha sido actualizado como resultado de pequeños cambios orgánicos en el Gobierno Central, a saber por ejemplo, los Gobernadores son un órgano que fue suprimido de la organización del Poder Ejecutivo.


� 	También este artículo tiene una reforma, mediante Decreto Ejecutivo número 24909 del 16 de enero de 1996.  Es oportuna la advertencia hecha al artículo anterior en cuanto que tampoco este artículo ha sido actualizado como resultado de modificaciones, algunas importantes, en la estructura orgánica de la Administración Descentralizada, que incluye la creación de nuevos entes y órganos, como por ejemplo, el Alcalde Municipal o la Superintendencia de Pensiones.


� 	El artículo 72 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República referido en este artículo dice: “No podrá ser nombrado en un cargo de la Hacienda Pública quien haya cometido un delito o falta grave contra las normas que integran el sistema de fiscalización , contemplado en este Ley o contra la propiedad o la buena fe en los negocios.  


La presente prohibición tendrá vigencia por un plazo que no será menor de dos años ni mayor de ocho años, a juicio de la Contraloría General de la República, la cual resolverá con vista de la prueba del caso.  


Asimismo regirá la prohibición, por igual plazo, en contra de ex servidores públicos que intenten reingresar a la Hacienda Pública, cuando hayan cometido un delito o falta grave	como los mencionados en los numerales anteriores, aunque su relación de servicio anterior con la Hacienda Pública haya terminado sin responsabilidad de su parte.  


Además, se aplicará la prohibición aquí establecida contra el servidor público que haya sido despedido, por haber cometido un delito o falta grave como los ya citados.  


Al aplicar la prohibición anterior, la Contraloría fijará su duración dentro de los límites indicados y computará, en favor del afectado, el tiempo durante el cual haya permanecido fuera de la Hacienda Pública, después de su último cargo en ella.   


La acción para aplicar la prohibición aquí establecida prescribirá en un plazo de diez años, a partir de la comisión del delito o de la falta grave indicados en este artículo”.


� 	El artículo 59 RLEISP dice: “El funcionario que violare la confidencialidad a que se refiere el artículo 25, así como el secreto de las sumarias administrativas, será destituido de su cargo sin responsabilidad para la Administración.  La destitución deberá acordarla el superior jerárquico sin perjuicio de los procedimientos que deberán observarse al efecto, conforme con lo que establece la legislación vigente”.


� 	Dice el artículo 110 CP: “El Diputado no es responsable por las opiniones que emita en la Asamblea.  Durante las sesiones no podrá ser arrestado por causa civil, salvo autorización de la Asamblea o que el Diputado lo consienta.


	Desde que sea declarado electo propietario o suplente, hasta que termine su período legal, no podrá ser privado de su libertad por motivo penal, sino cuando previamente haya sido suspendido por la Asamblea.  Esta inmunidad no surte efecto en el caso de flagrante delito, o cuando el Diputado la renuncie.  Sin embargo, el Diputado que haya sido detenido por flagrante delito, será puesto en libertad si la Asamblea lo ordenare”. 


� 	El artículo 169 CP dispone: “La administración de los intereses y servicios locales en cada cantón, estará a cargo del Gobierno Municipal, formado de un cuerpo deliberante, integrado por regidores municipales de elección popular, y de un funcionario ejecutivo que designará la ley”.  Además, el artículo 170 CP dice que “las corporaciones municipales son autónomas”.   Por su parte, el Código Municipal en su artículo 4 reconoce la autonomía política, administrativa y financiera de las Municipalidades y nuestra Sala Constitucional ha indicado que el grado de autonomía de las Municipalidades es el de mayor independencia dispuesto en nuestro régimen constitucional.  


A manera de referencia, en el voto número 5445 – 99, de las 14:30 horas del 14 de julio de 1999, se dice: “Desde el punto de vista político, las municipalidades son gobiernos representativos con competencia sobre un determinado territorio (cantón), con personalidad jurídica propia y potestades públicas frente a sus munícipes (habitantes del cantón); operan de manera descentralizada frente al Gobierno de la República, y gozan de autonomía constitucionalmente garantizada y reforzada que se manifiesta en materia política, al determinar sus propias metas y los medios normativos y administrativos en cumplimiento de todo tipo de servicio público para la satisfacción del bien común en su comunidad. Puede decirse, en síntesis, que las municipalidades o gobiernos locales son entidades territoriales de naturaleza corporativa y pública no estatal, dotadas de independencia en materia de gobierno y funcionamiento, lo que quiere decir, por ejemplo, que la autonomía municipal involucra aspectos tributarios, que para su validez requieren de la autorización legislativa, la contratación de empréstitos y la elaboración y disposición de sus propios ingresos y gastos, con potestades genéricas”.


� 	Procede una revisión de la exclusión de los Diputados, máxime si tomamos en cuenta lo dispuesto en el artículo 112 CP que señala: “La función legislativa es también incompatible con el ejercicio de todo otro cargo público de elección popular.


	Los Diputados no pueden celebrar, ni directa ni indirectamente, o por representación, contrato alguno con el Estado, ni obtener concesión de bienes públicos que implique privilegio, ni intervenir como directores, administrativos o gerentes en empresas que contraten con el Estado, obras, suministros o explotación de servicios públicos.


	La violación a cualquiera de las prohibiciones consignadas en este artículo o en el anterior, producirá la pérdida de credencial del Diputado.  Lo mismo ocurrirá si en el ejercicio de un Ministerio de Gobierno, el Diputado incurriere en alguna de esas prohibiciones”. 


� 	El párrafo primero del artículo 183 CP dice: “La Contraloría General de la República es una institución auxiliar de la Asamblea Legislativa en la vigilancia de la Hacienda Pública; pero tiene absoluta independencia funcional y administrativa en el desempeño de sus labores”.


	Por su parte, el artículo 1 LOCGR señala: “La Contraloría General de la República es un órgano constitucional fundamental del Estado, auxiliar de la Asamblea Legislativa en el control superior de la Hacienda Pública y rector del sistema de fiscalización que contempla esta Ley”. 


� 	En efecto, dice el artículo 13 LOCGR: “Con las salvedades de orden constitucional y legal para cumplir con sus cometidos, la Contraloría General de la República tendrá acceso a cualquier fuente o sistema de información, registro, documento, instrumento, cuenta o declaración de los sujetos pasivos públicos.


	Con las salvedades de orden constitucional y legal, la Contraloría General de la República tendrá acceso a la contabilidad, correspondencia y en general a los documentos emitidos o recibidos por los sujetos pasivos privados, para el ejercicio del control y la fiscalización aquí contemplados.


	Para el cumplimiento de las anteriores atribuciones, sólo estarán investidos de autoridad los servidores de la Contraloría General de la República acreditados para ello.


	Los funcionarios, empleados o particulares que sean requeridos al efecto, deberán suministrar, en el plazo que ella les fije, la información o piezas documentales o instrumentales solicitadas”.


	Además, el artículo 24 CP, en su párrafo cuarto, como sustento constitucional a la disposición legal transcrita, dice: “La ley fijará los casos en que los funcionarios competentes del Ministerio de Hacienda y de la Contraloría General de la República podrán revisar los libros de contabilidad y sus anexos para fines tributarios y para fiscalizar la correcta utilización de los fondos públicos”.	
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